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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – SIETE (07) DE NOVIEMBREDE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0690 (T02-2023-00110-01) 
ACCIONANTE: ARMINDA ISABEL POLO GOMEZ  
ACCIONADO: SALUD TOTAL EPS 
 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 18 de septiembre de 2023 por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela 
impetrada por ARMIENDA ISABEL POLO GOMEZ , en contra de SALUD TOTAL EPS, 
por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la vida, a la salud, y seguridad 
social con fundamento en los siguientes: 

 
HECHOS 

 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 16 de agosto de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Además vincula al trámite a ALTAMED IPS S.A.S., CLINICA LOS 
NOGALES S.A.S., INVERSIONES NUEVO SER S.A.S., UNION VITAL S.A., INSTITUO 
FRANKLIN D ROSEVELT, CLINICA RETORNAR S.A.S y oficiar a ADMINISTRADORA 
DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD 
(ADRES), y la SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD y requiere a JUZGADO 3º 
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CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD, JUZGADO 10 CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BARRANQUILLA Y JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL DE ADOLESCENTES 
CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE BARRANQUILLA 
 
Informes que fueron allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME SUPERSALUD 
JUDY ASTRID JAIMES PEDRAZA,, en calidad de Subdirector Técnico (E), manifestó: 

 
 
INFORME JUZGADO 10 CIVIL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 
EDGARDO VIZCAINO PACHECO,  en calidad de Juez manifestó: 

 
 
INFORME CLINICA RETORNAR S.A.S 
MARIA DEL PILAR JAIME IZQUIEDO, en calidad de Representante Legal, manifestó: 

 
INFORME SALUD TOTAL EPS 
YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIE, en calidad de Representante Legal, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 

El JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 18 de septiembre de 2023, resolvió conceder el 
amparo invocado en atención a que considero que se encontraban vulnerados los 
derechos fundamentales de la actora 
 
 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión del a quo, la accionada impugna el fallo argumentando: 
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A su turno la accionante también impugno el fallo en los siguientes términos: 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si SALUD TOTALEPS se encuentran vulnerando 
los  derechos  fundamentales  invocados por ARMINDA ISABEL POLO GOMEZ, con 
ocasión a la solicitud de autorización para atención en la Ciudad de Bogotá junto con 
acompañante asumiendo los gastos de transporte de los mismos? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-2014, 
T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 
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El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la 
acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, 
éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
La Corte Constitucional ha desarrollado el carácter fundamental de la salud como derecho 
autónomo, definiéndolo como la facultad que tiene todo ser humano de mantener la 
normalidad orgánica funcional, tanto física como en el plano de la operatividad mental, y 
de restablecerse cuando se presente una perturbación en la estabilidad orgánica y 
funcional de su ser”, y garantizándolo bajo condiciones de “oportunidad, continuidad, 
eficiencia y calidad, de acuerdo con el principio de integralidad”. Además ha dicho que el 
derecho a la salud obedece a la necesidad de abarcar las esferas mentales y corporales 
de la personas y a la de garantizar al individuo una vida en condiciones dignas, teniendo 
en cuenta que la salud es un derecho indispensable para el ejercicio de las demás 
garantías fundamentales. 
 
SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social 
es un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe 
garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 
fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 
institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 
garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 
capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 
subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 
 
VIDA DIGNA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en 
cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía 
de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue 
de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que 
impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete 
el derecho consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas 
actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la 
ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida disposición superior, sino 
también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la 
vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia digna. También 
quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo 
normal con respecto a los demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese 
estado se encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el 
Estado, principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus asociados. 
 

CASO CONCRETO 
 

En el asunto bajo examen, tenemos que la señora ARMINDA ISABEL POLO GOMEZ, 
instauró acción de tutela en contra de SALUD TOTAL EPS, por la presunta vulneración a 
sus derechos fundamentales a la Salud, Seguridad Social, y vida digna con ocasión a la 
solicitud de autorización para atención en la Ciudad de Bogotá junto con acompañante 
asumiendo los gastos de transporte de los mismos. 
 
Asegura la actora que en 2016 fue diagnosticada con SINDROME DOLOROSO 
REGIONAL COMPLEJO-ARTROSISFIBROMIALGIA por el especialista en 
REUMATOLOGIA Dr. ELIAS FORERO quien le remitió atención para la CLINICA DEL 
DOLOR Y CUIDADOS PALIATIVOS, en la CLINICA los NOGALES, de la ciudad de 
Bogotá. A partir de la fecha fue atendida en varias oportunidades hasta la pandemia que 
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quedo detenido el tratamiento. Que aun cuando ha presentado PQR a la fecha no ha 
recibido la atención medica requerida para el tratamiento de su patología por lo que 
solicita la accionante manifiesta interponer Acción de Tutela para que la misma asuma 
clínicamente la prestación de todos los servicios POS y NO POS Ordenados por los 
Especialistas  que tengan el conocimiento de mis Patología y las que se Desprendan, 
como son TRATAMIENTO INTEGRAL EN HIDROTERAPIAS, EXAMENES 
ESPECIALIZADOS,Y/O TRATAMIENTOS, MEDICAMENTOS pos Y NO pos 
PROCEDIMIENTOS, que los Médicos Tratantes llegaren a Solicitar Especialistas en 
NEUROCIRUGIA, PSICOLOGIA ,PSIQUIATRIA, NEUROLOGIA, FISIATRIA, MEDICINA 
INTERNA,NUTRICION ya que estoy OBESA por estar en Cama , y Otros Especialistas 
Solicitados por tos MEDICOS TRATANTES, y el Traslado a la ciudad de Bogotá DC, con 
un FAMILIAR o Acompañante con todas las garantías y en las mejores condiciones 
previniendo procedimientos quirúrgicos, a fin de que me sean garantizados sus derechos 
a la Vida, a la Salud y Seguridad Social Integral, la Dignidad Humana y la Integridad 
Física. 
 
Por su parte la accionada SALUD TOTAL EPS asegura en su informe no estar vulnerando 
los derechos fundamentales invocados por la actora, ya que a autorizado y prestado los 
servicios requeridos por la misma ordenados por su medico tratante en el manejo de su 
diagnostico  
 
El a quo en fallo de primera instancia concedió el amparo invocado toda vez que 
consideró que en el presente asunto concurren las condiciones referidas en la citada 
jurisprudencia para acceder a las pretensiones de manera parcial y ordenar a EPS 
SALUD TOTAL que se proceda a verificar el TRATAMIENTO INTEGRAL de la señora 
ARMINDA POLO GOMEZ EN HIDROTERAPIAS, EXAMENES ESPECIALIZADOS,Y/O 
TRATAMIENTOS, MEDICAMENTOS pos Y NO pos PROCEDIMIENTOS, que los 
Médicos Tratantes llegaren a indicar y solicitar las remisiones ordenadas de Especialistas 
en PSIQUIATRIA, NEUROLOGIA, FISIATRIA, MEDICINA INTERNA y NUTRICION de 
acuerdo al diagnóstico que padezca la señora ARMINDA POLO GOMEZ. 
Además, no se accedió a ordenar autorizar transporte y ciático por no existir una orden 
clara, precisa y escrita de orden de control o cita alguna en la ciudad de BOGOTA, toda 
vez que se desconoce que luego, de la cita de 22 de noviembre y 5 de diciembre del 2022 
se haya generado orden alguna en continuación del tratamiento padecido por la señora 
ARMINDA POLO GOMEZ. 
 
Finalmente ORDENA a la accionada SALUD TOTAL EPS-S S.A., que realice en el 
término de 48 horas, las correcciones y trascripción correcta de los datos generales y 
específicos que identifican a la señora ARMINDA POLO GOMEZ en su historia clínica. 
 
Inconforme con lo anterior la accionada SALUD TOTAL EPS impugna el fallo señalando 
puntualmente que la corrección a la historia clínica no es posible toda vez que la misma 
corresponde a cada prestador y que la accionante debe solicitar la corrección 
directamente ante cada IPS que le prestó la atención. 
 
Por su parte la accionante también impugna el fallo asegurando que el mismo debe ser 
revocado ya que aun cuando el fallo concedió el amparo, el mismo no ordena la 
autorización para ser atendida en Bogotá las cuales deben ser actualizadas, además que 
autoricen los transportes junto con acompañante a la ciudad de Bogotá. 
 
Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
 
“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el 
sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los 
niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene el 
alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar 
conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección 
constitucional a través de la acción de tutela.” 
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El principio de integralidad es un mandato que irradia toda la actuación de las entidades 
prestadoras de servicios de salud dentro del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud. Por su parte, el tratamiento integral es una orden que puede proferir el juez 
constitucional ante la negligencia de estas entidades para asegurar la atención en salud a 
personas con condiciones de salud que requieren una protección reforzada en este 
sentido bajo la condición de que se demuestre. 

La Corte indicó recientemente que, con fundamento en los principios de integralidad y 
continuidad, la concesión del tratamiento integral implica que el servicio de salud englobe 
de manera permanente la totalidad de los componentes que el médico tratante dictamine 
necesarios ya sea para el pleno restablecimiento de la salud o para mitigar las dolencias 
que impidan mejorar las condiciones de vida de la persona. 

Como quiera que se encuentra acreditado para este Despacho el diagnostico que padece 
la actora, lo cual no ha sido objeto de controversia por la accionada, considera el 
Despacho acertados los argumentos expuestos por el A quo ya que si bien existen 
ordenes medicas las mismas no son recientes por lo que resulta necesaria la nueva 
valoración medica para determinar la procedencia de las mismas ya que no puede el Juez 
de tutela proferir órdenes médicas. Asimismo, hasta tanto no exista una orden medica 
reciente que ordene la atención en la Ciudad de Bogotá, no es procedente ordenar a la 
accionada que asuma los gastos de transporte. 
 
Ahora bien, en relación a la corrección de historia clínica, se observa que la accionante 
asegura que le fue remitida historia clínica con inconsistencias en los datos señalados, sin 
embargo, no especifica quien le remitió dicha historia, por lo que resulta necesario que 
solicite directamente la corrección a la IPS prestadora del servicio quien suscribió la 
historia. 
 
Por todo lo antes expuesto resulta necesario revocar el numeral tercero del fallo de fecha 
18 de septiembre de 2023, y en su lugar ordenar a la accionante que solicite directamente 
a la IPS prestadora la corrección de la historia clínica que presenta los errores señalados. 
En lo demás se confirmará el fallo. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 
DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: REVOCAR el numeral tercero del fallo de fecha 18 de septiembre de 2023, 
y en su lugar ordenar a la accionante que solicite directamente a la IPS prestadora la 
corrección de la historia clínica que presenta los errores señalados. De conformidad a lo 
antes expuesto. En lo demás se confirmará el fallo impugnado. 
 
SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor 

Defensor del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional  para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 
1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
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